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PREÁMBULO.

Nosotras y nosotros, el pueblo de Chile, conformado por diversas naciones, nos otorgamos libremente esta Constitución, acordada en un proceso
participativo, paritario y democrático.

CAPÍTULO I. PRINCIPIOS Y DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.-

1. Chile es un Estado social y democrático de derecho. Es plurinacional, intercultural, regional y ecológico.

2. Se constituye como una república solidaria. Su democracia es inclusiva y paritaria. Reconoce como valores
intrínsecos e irrenunciables la dignidad, la libertad, la igualdad sustantiva de los seres humanos y su relación
indisoluble con la naturaleza.

3. La protección y garantía de los derechos humanos individuales y colectivos son el fundamento del Estado y
orientan toda su actividad. Es deber del Estado generar las condiciones necesarias y proveer los bienes y
servicios para asegurar el igual goce de los derechos y la integración de las personas en la vida política,
económica, social y cultural para su pleno desarrollo.

Artículo 8.- Las personas y los pueblos son interdependientes con la naturaleza y forman con ella un
conjunto inseparable. El Estado reconoce y promueve el buen vivir como una relación de equilibrio armónico
entre las personas, la naturaleza y la organización de la sociedad.

CAPÍTULO II. DERECHOS FUNDAMENTALES Y GARANTÍAS

Artículo 17.-

1. Los derechos fundamentales son inherentes a la persona humana, universales, inalienables, indivisibles e
interdependientes.

2. El pleno ejercicio de estos derechos es esencial para la vida digna de las personas y los pueblos, la
democracia, la paz y el equilibrio de la naturaleza.

Artículo 18.-



1. Las personas naturales son titulares de derechos fundamentales. Los derechos podrán ser ejercidos y
exigidos individual o colectivamente.

2. Los pueblos y naciones indígenas son titulares de derechos fundamentales colectivos.

3. La naturaleza es titular de los derechos reconocidos en esta Constitución que le sean aplicables.

Artículo 34.- Los pueblos y naciones indígenas y sus integrantes, en virtud de su libre determinación, tienen
derecho al pleno ejercicio de sus derechos colectivos e individuales. En especial, tienen derecho a la
autonomía; al autogobierno; a su propia cultura; a la identidad y cosmovisión; al patrimonio; a la lengua; al
reconocimiento y protección de sus tierras, territorios y recursos, en su dimensión material e inmaterial y al
especial vínculo que mantienen con estos; a la cooperación e integración; al reconocimiento de sus
instituciones, jurisdicciones y autoridades, propias o tradicionales; y a participar plenamente, si así́ lo desean,
en la vida política, económica, social y cultural del Estado.

Artículo 35.-

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación es un deber primordial e ineludible del Estado.

2. La educación es un proceso de formación y aprendizaje permanente a lo largo de la vida, indispensable
para el ejercicio de los demás derechos y para la actividad científica, tecnológica, económica y cultural del país.

3. Sus fines son la construcción del bien común, la justicia social, el respeto de los derechos humanos y de la
naturaleza, la conciencia ecológica, la convivencia democrática entre los pueblos, la prevención de la violencia
y discriminación, así como la adquisición de conocimientos, el pensamiento crítico, la capacidad creadora y el
desarrollo integral de las personas, considerando sus dimensiones cognitiva, física, social y emocional.(...)

Artículo 54.-

1. Es deber del Estado asegurar la soberanía y seguridad alimentaria. Para esto promoverá la producción, la
distribución y el consumo de alimentos que garanticen el derecho a la alimentación sana y adecuada, el
comercio justo y sistemas alimentarios ecológicamente responsables.

2. El Estado fomenta la producción agropecuaria ecológicamente sustentable.

3. Reconoce, fomenta y apoya la agricultura campesina e indígena, la recolección y la pesca artesanal, en tanto
actividades fundamentales para la producción de alimentos.

4. Del mismo modo, promueve el patrimonio culinario y gastronómico del país.

Artículo 58.- La Constitución reconoce a los pueblos y naciones indígenas el uso tradicional de las aguas
situadas en territorios indígenas o autonomías territoriales indígenas. Es deber del Estado garantizar su
protección, integridad y abastecimiento.

Artículo 59.-

1. Toda persona tiene derecho a un mínimo vital de energía asequible y segura.

2. El Estado garantiza el acceso equitativo y no discriminatorio a la energía que permita a las personas
satisfacer sus necesidades, velando por la continuidad de los servicios energéticos.



3. Asimismo, regula y fomenta una matriz energética distribuida, descentralizada y diversificada, basada en
energías renovables y de bajo impacto ambiental.

4. La infraestructura energética es de interés público.

5. El Estado fomenta y protege las empresas cooperativas de energía y el autoconsumo.

Artículo 78.-

1. Toda persona, natural o jurídica, tiene derecho de propiedad en todas sus especies y sobre toda clase de
bienes, salvo aquellos que la naturaleza ha hecho comunes a todas las personas y los que la Constitución o la
ley declaren inapropiables.

2. Corresponderá a la ley determinar el modo de adquirir la propiedad, su contenido, límites y deberes,
conforme con su función social y ecológica.

3. Ninguna persona puede ser privada de su propiedad, sino en virtud de una ley que autorice la expropiación
por causa de utilidad pública o interés general declarado por el legislador.

4. La propietaria o el propietario siempre tiene derecho a que se le indemnice por el justo precio del bien
expropiado.

5. El pago deberá efectuarse de forma previa a la toma de posesión material del bien expropiado y la persona
expropiada siempre podrá reclamar de la legalidad del acto expropiatorio, así como del monto y de la
modalidad de pago ante los tribunales que determine la ley.

6. Cualquiera sea la causa invocada para llevar a cabo la expropiación, siempre debe estar debidamente
fundada.

Artículo 79.-

1. El Estado reconoce y garantiza, conforme con la Constitución, el derecho de los pueblos y naciones
indígenas a sus tierras, territorios y recursos.

2. La propiedad de las tierras indígenas goza de especial protección. El Estado establecerá instrumentos
jurídicos eficaces para su catastro, regularización, demarcación, titulación, reparación y restitución.

3. La restitución constituye un mecanismo preferente de reparación, de utilidad pública e interés general.

4. Conforme con la Constitución y la ley, los pueblos y naciones indígenas tienen derecho a utilizar los
recursos que tradicionalmente han usado u ocupado, que se encuentran en sus territorios y sean
indispensables para su existencia colectiva.

Artículo 80.-

1. Toda persona, natural o jurídica, tiene libertad de emprender y desarrollar actividades económicas. Su
ejercicio debe ser compatible con los derechos consagrados en esta Constitución y la protección de la
naturaleza.



2. El contenido y los límites de este derecho serán determinados por las leyes que regulen su ejercicio, las que
deberán promover el desarrollo de las empresas de menor tamaño y asegurarán la protección de las
consumidoras y los consumidores.

Artículo 103.-

1. La naturaleza tiene derecho a que se respete y proteja su existencia, a la regeneración, a la mantención y a la
restauración de sus funciones y equilibrios dinámicos, que comprenden los ciclos naturales, los ecosistemas y
la biodiversidad.

2. El Estado debe garantizar y promover los derechos de la naturaleza.

Artículo 106.- La ley podrá establecer restricciones al ejercicio de determinados derechos para proteger el
medioambiente y la naturaleza.

Artículo 107.-

1. Toda persona tiene derecho de acceso responsable y universal a las montañas, riberas de ríos, mar, playas,
lagos, lagunas y humedales.

2. El ejercicio de este derecho, las obligaciones de los propietarios aledaños, el régimen de responsabilidad
aplicable y el acceso a otros espacios naturales, serán establecidos por ley.

CAPÍTULO III. NATURALEZA Y MEDIOAMBIENTE

Artículo 127.-

1. La naturaleza tiene derechos. El Estado y la sociedad tienen el deber de protegerlos y respetarlos.

2. El Estado debe adoptar una administración ecológicamente responsable y promover la educación ambiental
y científica mediante procesos de formación y aprendizaje permanentes.

Artículo 128.-

1. Son principios para la protección de la naturaleza y el medioambiente, a lo menos, los de progresividad,
precautorio, preventivo, de justicia ambiental, de solidaridad intergeneracional, de responsabilidad y de acción
climática justa.

2. Quien dañe el medioambiente tiene el deber de repararlo, sin perjuicio de las sanciones administrativas,
penales y civiles que correspondan conforme a la Constitución y las leyes.

Artículo 129.-

1. Es deber del Estado adoptar acciones de prevención, adaptación y mitigación de los riesgos, las
vulnerabilidades y los efectos provocados por la crisis climática y ecológica.



2. El Estado debe promover el diálogo, la cooperación y la solidaridad internacional para adaptarse, mitigar y
afrontar la crisis climática y ecológica y proteger la naturaleza.

Artículo 130.- El Estado protege la biodiversidad, debiendo preservar, conservar y restaurar el hábitat de las
especies nativas silvestres en la cantidad y distribución adecuada para sostener la viabilidad de sus poblaciones
y asegurar las condiciones para su supervivencia y no extinción.

Artículo 131.-

1. Los animales son sujetos de especial protección. El Estado los protegerá, reconociendo su sintiencia y el
derecho a vivir una vida libre de maltrato.

2. El Estado y sus órganos promoverán una educación basada en la empatía y en el respeto hacia los animales.

Artículo 133.- Es deber del Estado regular y fomentar la gestión, reducción y valorización de residuos.

Artículo 132.- El Estado, a través de un sistema nacional de áreas protegidas, único, integral y de carácter
técnico, debe garantizar la preservación, restauración y conservación de espacios naturales. Asimismo, debe
monitorear y mantener información actualizada relativa a los atributos de dichas áreas y garantizar la
participación de las comunidades locales y entidades territoriales.

BIENES COMUNES NATURALES

Artículo 134.-

1. Los bienes comunes naturales son elementos o componentes de la naturaleza sobre los cuales el Estado
tiene un deber especial de custodia con el fin de asegurar los derechos de la naturaleza y el interés de las
generaciones presentes y futuras.

2. Son bienes comunes naturales el mar territorial y su fondo marino; las playas; las aguas, glaciares y
humedales; los campos geotérmicos; el aire y la atmósfera; la alta montaña, las áreas protegidas y los bosques
nativos; el subsuelo, y los demás que declaren la Constitución y la ley.

3. Entre estos bienes son inapropiables el agua en todos sus estados, el aire, el mar territorial y las playas, los
reconocidos por el derecho internacional y los que la Constitución o las leyes declaren como tales.

4. Tratándose de los bienes comunes naturales que sean inapropiables, el Estado debe preservarlos,
conservarlos y, en su caso, restaurarlos. Debe, asimismo, administrarlos de forma democrática, solidaria,
participativa y equitativa. Respecto de aquellos bienes comunes naturales que se encuentren en el dominio
privado, el deber de custodia del Estado implica la facultad de regular su uso y goce, con las finalidades
establecidas en el inciso 1.

5. El Estado podrá otorgar autorizaciones administrativas para el uso de los bienes comunes naturales
inapropiables, conforme a la ley, de manera temporal, sujetas a causales de caducidad, extinción y revocación,
con obligaciones específicas de conservación, justificadas en el interés público, la protección de la naturaleza y
el beneficio colectivo. Estas autorizaciones, ya sean individuales o colectivas, no generan derechos de
propiedad.



6. Cualquier persona podrá exigir el cumplimiento de los deberes constitucionales de custodia de los bienes
comunes naturales. La ley determinará el procedimiento y los requisitos de esta acción.

Artículo 136.- El Estado, como custodio de los humedales, bosques nativos y suelos, asegurará la integridad
de estos ecosistemas, sus funciones, procesos y conectividad hídrica.

Artículo 137.-

El Estado garantiza la protección de los glaciares y del entorno glaciar, incluyendo los suelos congelados y sus
funciones ecosistémicas.

Artículo 139.-

1. Chile es un país oceánico que reconoce la existencia del maritorio como una categoría jurídica que, al igual
que el territorio, debe contar con regulación normativa específica, que incorpore sus características propias en
los ámbitos social, cultural, medioambiental y económico.

2. Es deber del Estado la conservación, la preservación y el cuidado de los ecosistemas marinos y costeros
continentales, insulares y antártico, propiciando las diversas vocaciones y usos asociados a ellos y asegurando,
en todo caso, su preservación, conservación y restauración ecológica.

3. Una ley establecerá la división administrativa del maritorio, su ordenación espacial, gestión integrada y los
principios básicos que deberán informar los cuerpos legales que materialicen su institucionalización, mediante
un trato diferenciado, autónomo y descentralizado, según corresponda, sobre la base de la equidad y justicia
territorial.

ESTATUTO DE LAS AGUAS

Artículo 140.-

1. El agua es esencial para la vida y el ejercicio de los derechos humanos y de la naturaleza. El Estado debe
proteger las aguas, en todos sus estados y fases, y su ciclo hidrológico.

2. Siempre prevalecerá el ejercicio del derecho humano al agua, el saneamiento y el equilibrio de los
ecosistemas. La ley determinará los demás usos.

Artículo 141.-

El Estado deberá promover y proteger la gestión comunitaria de agua potable y saneamiento, especialmente
en áreas y territorios rurales y extremos, en conformidad con la ley.

Artículo 142.- El Estado velará por un uso razonable de las aguas. Las autorizaciones de uso de agua serán
otorgadas por la Agencia Nacional del Agua, de carácter incomerciable, concedidas basándose en la
disponibilidad efectiva de las aguas, y obligarán al titular al uso que justifica su otorgamiento.

Artículo 143.-

1. El Estado asegurará un sistema de gobernanza de las aguas participativo y descentralizado, a través del
manejo integrado de cuencas. La cuenca hidrográfica será la unidad mínima de gestión.



2. Los consejos de cuenca serán los responsables de la administración de las aguas, sin perjuicio de la
supervigilancia y demás atribuciones de la Agencia Nacional del Agua y de las competencias asignadas a otras
instituciones.

3. La ley regulará las atribuciones, el funcionamiento y la composición de los consejos. Estos deben integrarse,
a lo menos, por los titulares de autorizaciones de uso de agua, la sociedad civil y las entidades territoriales con
presencia en la respectiva cuenca, velando que ningún actor pueda alcanzar el control por sí solo.

4. Los consejos podrán coordinarse y asociarse cuando sea pertinente. En aquellos casos en que no se
constituya un consejo, la administración será determinada por la Agencia Nacional del Agua.

ESTATUTO DE LOS MINERALES

Artículo 145.-

1. El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas y las
sustancias minerales, metálicas, no metálicas y los depósitos de sustancias fósiles e hidrocarburos existentes
en el territorio nacional, con excepción de las arcillas superficiales, sin perjuicio de la propiedad sobre los
terrenos en que estén situadas.

2. La exploración, la explotación y el aprovechamiento de estas sustancias se sujetarán a una regulación que
considere su carácter finito, no renovable, de interés público intergeneracional y la protección ambiental.

Artículo 146.-

Quedan excluidos de toda actividad minera los glaciares, las áreas protegidas, las que por razones de
protección hidrográfica establezca la ley y las demás que ella declare.

Artículo 147.-

1. El Estado debe establecer una política para la actividad minera y su encadenamiento productivo, la
que considerará, a lo menos, la protección ambiental y social, la innovación y la generación de valor
agregado.

2. El Estado debe regular los impactos y efectos sinérgicos generados en las distintas etapas de la
actividad minera, incluyendo su encadenamiento productivo, cierre o paralización, en la forma que
establezca la ley. Es obligación de quien realice la actividad minera destinar recursos para reparar los
daños causados, los pasivos ambientales y mitigar sus efectos nocivos en los territorios en que esta se
desarrolla, de acuerdo con la ley. La ley especificará el modo en que esta obligación se aplicará a la
pequeña minería y pirquineros.

3. El Estado adoptará las medidas necesarias para proteger a la pequeña minería y pirquineros, las
fomentará y facilitará el acceso y uso de las herramientas, tecnologías y recursos para el ejercicio
tradicional y sustentable de la actividad.



DEFENSORÍA DE LA NATURALEZA

Artículo 148.-

1. Un órgano autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, denominado Defensoría de la
Naturaleza, tendrá como función la promoción y protección de los derechos de la naturaleza y de los
derechos ambientales asegurados en esta Constitución, en los tratados internacionales ambientales ratificados
y vigentes en Chile, frente los actos u omisiones de los órganos de la Administración del Estado y de
entidades privadas.

2. La Defensoría de la Naturaleza se desconcentrará en defensorías regionales. La ley determinará las
atribuciones, la organización, el funcionamiento y los procedimientos de la Defensoría de la Naturaleza.

Artículo 149.-

La Defensoría de la Naturaleza tendrá las siguientes atribuciones:

a) Fiscalizar a los órganos del Estado y a las entidades privadas en el cumplimiento de sus obligaciones
en materia de derechos ambientales y derechos de la naturaleza.

b) Formular recomendaciones en las materias de su competencia.

c) Tramitar y hacer seguimiento de los reclamos sobre vulneraciones de derechos ambientales y derivar en su
caso.

d) Deducir acciones constitucionales y legales cuando se vulneren derechos ambientales y de la naturaleza.

e) Promover la formación y educación en derechos ambientales y de la naturaleza.

f) Las demás que le encomienden la Constitución y la ley.

Artículo 150.-

La dirección de la Defensoría de la Naturaleza estará a cargo de una defensora o un defensor de la
naturaleza, quien será designado en sesión conjunta del Congreso de Diputadas y Diputados y de la Cámara
de las Regiones, por la mayoría de sus integrantes en ejercicio, a partir de una terna elaborada por las
organizaciones ambientales de la sociedad civil, en la forma que determine la ley.

CAPÍTULO IV. PARTICIPACIÓN DEMOCRÁTICA

PARTICIPACIÓN Y REPRESENTACIÓN DEMOCRÁTICA

Artículo 154.-

1. Es deber del Estado garantizar la democracia ambiental. Se reconoce el derecho de participación informada
en materias ambientales. Los mecanismos de participación serán determinados por ley.



2. Todas las personas tienen derecho a acceder a la información ambiental que conste en poder o custodia del
Estado. Los particulares deberán entregar la información ambiental relacionada con su actividad, en los
términos que establezca la ley.

CAPÍTULO V. BUEN GOBIERNO Y FUNCIÓN PÚBLICA

Artículo 184.-

1. Es deber del Estado en el ámbito de sus competencias financieras, establecer una política permanente de
desarrollo sostenible y armónico con la naturaleza.

2. Con el objeto de contar con recursos para el cuidado y la reparación de los ecosistemas, la ley podrá
establecer tributos sobre actividades que afecten al medioambiente. Asimismo, la ley podrá establecer tributos
sobre el uso de bienes comunes naturales, bienes nacionales de uso público o bienes fiscales. Cuando dichas
actividades estén territorialmente circunscritas, la ley debe distribuir recursos a la entidad territorial que
corresponda.

CAPÍTULO VI. ESTADO REGIONAL Y ORGANIZACIÓN TERRITORIAL

Artículo 193.-

1. Es deber de las entidades territoriales, en el ámbito de sus competencias, establecer una política
permanente de equidad territorial, de desarrollo sostenible y armónico con la naturaleza.

2. Las entidades territoriales considerarán para su planificación social, política, administrativa, cultural,
territorial y económica los principios de suficiencia presupuestaria, inclusión e interculturalidad, criterios de
integración socioespacial, enfoques de género, socioecosistémico, de derechos humanos y los demás que
establezca esta Constitución.

Artículo 197.-

1. El Estado, a través de la Administración central, los gobiernos regionales y locales, tienen el deber de
ordenar y planificar el territorio. Para esto, utilizarán unidades de ordenación que consideren las cuencas
hidrográficas.

2. Este deber tendrá como fin asegurar una adecuada localización de los asentamientos y las actividades
productivas, que permitan un manejo responsable de los ecosistemas y de las actividades humanas, con
criterios de equidad y justicia territorial para el bienestar intergeneracional.

3. Los planes de ordenamiento y planificación ecológica del territorio priorizarán la protección de las partes
altas de las cuencas, glaciares, zonas de recarga natural de acuíferos y ecosistemas. Estos podrán definir áreas
de protección ambiental o cultural y crear zonas de amortiguamiento para estas. Asimismo, contemplarán los
impactos que los usos de suelos causen en la disponibilidad y calidad de las aguas.



4. La ordenación y planificación de los territorios será vinculante en las materias que la ley determine. Serán
ejecutadas de manera coordinada e integrada, enfocadas en el interés general y con procesos de participación
popular en sus diferentes etapas.

TERRITORIOS ESPECIALES

Artículo 236.-

1. Son territorios especiales Rapa Nui y el archipiélago Juan Fernández, los que se rigen por sus respectivos
estatutos.

2. En virtud de las particularidades geográficas, climáticas, ambientales, económicas, sociales y culturales de
una determinada entidad territorial o parte de esta, la ley podrá crear territorios especiales.

3. En los territorios especiales, la ley podrá establecer regímenes económicos y administrativos diferenciados,
así como su duración, teniendo en consideración las características propias de estas entidades.

Artículo 240.-

El territorio chileno antártico, incluyendo sus espacios marítimos, es un territorio especial y zona fronteriza en
el cual Chile ejerce respectivamente soberanía y derechos soberanos, con pleno respeto a los tratados
ratificados y vigentes. El Estado deberá conservar, proteger y cuidar la Antártica, mediante una política
fundada en el conocimiento y orientada a la investigación científica, la colaboración internacional y la paz.

CAPÍTULO IX. SISTEMAS DE JUSTICIA

Artículo 307.-

1. La jurisdicción es una función pública que se ejerce en nombre de los pueblos y que consiste en
conocer y juzgar, por medio de un debido proceso, los conflictos de relevancia jurídica y hacer
ejecutar lo resuelto, conforme a la Constitución y las leyes, así como a los tratados e instrumentos
internacionales sobre derechos humanos de los que Chile es parte.

2. Se ejerce exclusivamente por los tribunales de justicia y las autoridades de los pueblos y naciones
indígenas reconocidos por la Constitución o las leyes dictadas conforme a ella.

3. El ejercicio de la jurisdicción debe velar por la tutela y promoción de los derechos humanos y de la
naturaleza, del sistema democrático y el principio de juridicidad.

Artículo 333

1. Los tribunales ambientales conocerán y resolverán acerca de la legalidad de los actos administrativos en
materia ambiental, de la acción de tutela de derechos de la naturaleza y derechos ambientales, de la
reparación por daño ambiental y las demás que señalen la Constitución y la ley.



2. Habrá al menos un tribunal ambiental en cada región del país.

3. La ley regulará la integración, competencia y demás aspectos que sean necesarios para su adecuado
funcionamiento.

4. Las acciones para impugnar la legalidad de los actos administrativos que se pronuncien sobre materia
ambiental y la solicitud de medidas cautelares podrán interponerse directamente ante los tribunales
ambientales, sin que pueda exigirse el agotamiento previo de la vía administrativa.


